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	Resumen

	El contexto histórico y sociocultural de América Latina implica estudiar los procesos de las políticas públicas en la región desde perspectivas distintas a las generalmente empleadas en el campo académico dominante. La cultura barroca, introducida en el siglo XVII por la Iglesia católica y la monarquía española, ha dejado una impronta duradera en el comportamiento y en la mentalidad de las personas; al inicio ha sido reapropiada y luego constantemente renovada. Partiendo de esa premisa, en este artículo se argumenta que si bien en lo formal, las políticas públicas se presentan con el lenguaje y las formas dominantes de la modernidad occidental, el proceso y el artefacto son producciones imbuidas por una racionalidad diferente que emana de condiciones societales y culturales particulares. Esta situación justifica el desarrollo de teorías específicas para interpretar el proceso de las políticas públicas en América Latina. A partir de una caracterización de lo barroco en la historia del arte, se esboza un enfoque teórico y metodológico alternativo para dicha interpretación. Se propone hacerlo mediante una articulación de los conceptos sociológicos de ethos barroco (Bolívar Echeverría) y de resonancia (Hartmut Rosa), y de la perspectiva conocida como “burocracia a nivel de calle” (Lipsky), empleada para analizar las condiciones de los agentes públicos. Se concluye que lo barroco también permite abrir una vía para redefinir y desarrollar soluciones de política pública desde una perspectiva inter o transparadigmática.
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	Abstract

	The historical and socio-cultural context of Latin America requires that the study of public policy in the region be based on perspectives different from the dominant rationality. Formally, public policies are presented using the dominant languages of Western modernity; however, the process and its artifacts are productions imbued with a Baroque rationality. The Baroque is expressed in the history of art through its hybridization, exuberance, rhetoric, formalism, theatricality, emotionality and secrecy, which leads to as a particular way of relating to the world. An alternative approach is outlined based on an articulation of the concepts of Baroque ethos (Bolívar Echeverría), resonance (Hartmut Rosa) and discretionary bureaucracy (Lipsky). This perspective could allow for interpretations and development of more appropriate public policy solutions for the region. 

	Keywords: baroque, street-level bureaucracy, ethos, modernity, rationality, resonance, critical theory.

	 

	La experiencia demuestra que el proceso por el que se diseña, adopta e implementa una política es tan importante como su contenido. Las políticas no se aplican en el vacío, sino que se implementan en un contexto moldeado por las instituciones y tradiciones políticas y culturales del país.

	—CEPAL 2024, 24

	 

	Introducción

	Las dos últimas décadas del siglo XX se caracterizaron por un proceso de globalización que se aceleró y que se amplió con el fin de los regímenes del bloque del socialismo autoritario en los años 90. En general, el mundo académico no ha sido ajeno a este proceso. El estudio de las políticas públicas, consideradas herramientas de gobierno para la transformación de la vida cotidiana, inicialmente se concentró, hasta los años 80, en los países desarrollados anglosajones, en particular en Estados Unidos y en Europa occidental. Posteriormente, se ha difundido, en un movimiento del centro a las periferias, a todos los países (Roth Deubel 2014). 

	Con el enfoque tradicional basado en el ciclo de las políticas públicas y en sus diferentes fases, el análisis permitió desarrollar teorías y explicaciones parciales del proceso para cada una de las fases. Con ello, se pretendía racionalizar el diseño y el uso de herramientas políticas, jurídicas, administrativas y económicas para mitigar los problemas públicos y transformar el entorno. Los efectos de esas herramientas se evaluaron mediante criterios entre los que se encuentran la eficacia y la eficiencia, complementados con el de la viabilidad política (Ingram y Schneider 2006). Combinado con las teorías de elección racional y del neoinstitucionalismo económico, este enfoque explicativo racionalista de las políticas públicas representa la perspectiva paradigmática y teórica mainstream en este campo, dominado por las disciplinas económicas y politológicas. Sin embargo, esta perspectiva racionalista empezó a ser criticada y cuestionada, considerando, de una parte, la necesidad de tener en cuenta normas sociales, irracionalidades y acciones colectivas (Howlett y Leong 2022), y de otra, el desarrollo de enfoques alternativos al mismo tiempo que se expandía por todo el mundo.

	En América Latina el estudio de las políticas públicas y el despliegue de estas, en tanto que dispositivos político-administrativos gubernamentales, tomó fuerza en los años 90. Se hizo popular la idea de “gobernar por políticas”, una estrategia presuntamente más eficaz y eficiente que el uso de la sola normatividad y de su traducción a través de la burocracia clásica, en un contexto en donde las prioridades de la época eran reducir el déficit presupuestal público y las brechas de implementación. Se trataba de hacer más (obras y servicios) con menos (presupuesto), o siguiendo a un expresidente colombiano: “de hacer rendir la platica”. Su introducción se hizo en concomitancia con el auge de la orientación política y económica neoliberal, implicando una reforma del Estado orientada por el denominado Consenso de Washington.

	Sin embargo, después del optimismo inicial, se ha señalado que la importación y transposición acríticas y descontextualizadas de la perspectiva mainstream de acción pública no resultó del todo exitosa, provocando frecuentemente consecuencias no previstas (Weyland 2009). Dicha transposición se hizo bajo los enfoques dominantes, sin tener en cuenta el contexto y las características de las instituciones públicas latinoamericanas (Aguilar 2011, 28). Se había considerado, erróneamente, que el uso de estas teorías predictivas, basadas en un postulado de un comportamiento racional de los agentes (homo economicus), permitirían una mejor previsión, control, eficacia y eficiencia de las políticas. 

	Si bien se admite generalmente en el campo de estudio de las políticas públicas, en teoría, la idea de racionalidad limitada de Herbert Simon, en la práctica se suele olvidar esta característica comportamental subóptima de los agentes públicos y privados, y considerar la parte que no entra en la lógica reductora de la racionalidad del homo economicus como desdeñable. Y se termina, por no ser (fácilmente) medible objetivamente, por no tomarla en consideración, por simplemente constituir un eventual margen de error y el factor o sesgo político (considerado este como problemático o entorpecedor). Al igual que sucede con la CEPAL (2024) y la cita que aparece en el exergo del presente texto, que señala la importancia de la política y la cultura para olvidarla enseguida en el resto de su estudio. Así, en el terreno del análisis economicista de las políticas, suele prevalecer la idea de que la economía explica el 85 % de la variabilidad de las políticas (Meny y Thoenig 1992, 87; Dye 1979). A partir de este postulado de racionalidad económica de los actores y de cierto desprecio por la “política”, se considera entonces factible usar modelos formales para un adecuado diseño de las instituciones (reglas formales, políticas públicas, normas jurídicas). De allí, se espera que las consecuencias o los resultados de la acción gubernamental, si esta privilegia la “técnica” (jurídica, económica) sobre la “política”, resultarán conformes a las previsiones. 

	Con estos presupuestos, se institucionalizó en la enseñanza de las políticas públicas y en la práctica gubernamental, como concepción dominante del gobierno por políticas públicas, el modelo instrumental y lineal por etapas del ciclo de las políticas, inicialmente guiado por la teoría económica neoclásica, luego complementada por la teoría económica neoinstitucional (Roth Deubel 2016) y en los últimos años incluyendo un giro comportamental (Howlett y Leong 2022). De hecho, la organización de las fases del ciclo de las políticas corresponde en buena parte a la estructura de las instituciones administrativas públicas: unas instituciones políticas y administrativas diseñan, otras de tipo ejecutivo o político deciden y luego, las idealmente más técnicas, implementan y evalúan. 

	Aunque, en las diferentes etapas del ciclo, particularmente en las primeras –definición, formulación y decisión–, se suele admitir la influencia de factores más subjetivos, principalmente políticos, se considera que las fases subsiguientes son o deben ser de carácter netamente técnico. En las últimas dos décadas se ha buscado reducir la influencia de factores políticos, subjetivos o intuitivos con el desarrollo de un enfoque de políticas basadas en evidencias (Sutcliffe y Court 2006), prosiguiendo el sueño de construir una sociedad racional basada en la experimentación científica (Campbell 1991, 1998).

	Estos enfoques permitieron a los economistas-tecnócratas conquistar el poder político y asesorar a la clase política y a la alta función pública. Desarrollaron una ingeniería jurídica y político-administrativa mediante el diseño de nuevas instituciones y de políticas públicas “técnicas” guiadas por la eficiencia económica. Estas reformas fueron basadas en los principios de la economía neoinstitucional y en el diseño de nuevas reglas (instituciones administrativas y jurídicas) retroalimentadas por (algunas) evidencias y por lecciones empíricas. Esta perspectiva se tornó dominante desde finales del siglo XX, pues permitía legitimar el retorno del Estado en el rol de diseñador de reglas para regular eficientemente a los mercados mediante las instituciones adecuadas. Con ello, la ciencia política y el análisis de las políticas públicas se reducían a la mera descripción y a la legitimación de los procesos de las políticas en cuanto procesos racionales en busca de eficiencia.

	Sin embargo, la insatisfacción con estos enfoques economicistas generó, desde el campo politológico, la necesidad de establecer “mejores teorías” (Sabatier 2007, 7) para dar razón de la mayor complejidad del proceso de las políticas públicas. En particular, para explicar los cambios de políticas ocurridos en los años 80 con el giro neoliberal. Para su explicación, se hizo énfasis en la importancia de los factores cognitivos, especialmente en los enfoques advocacy coalitions (ACF) de Sabatier y de los referenciales de Müller. Posteriormente, desde la última década del siglo XX, asistimos a una multiplicación de propuestas que se sumaron a la diversidad epistemológica de las ciencias sociales. Con cierta tardanza en relación con otras ciencias sociales, estudiosos y estudiosas de las políticas públicas introdujeron perspectivas pospositivistas, posestructuralistas, constructivistas, críticas e interpretativas para abordar el objeto de estudio. Ver, por ejemplo, las sucesivas ediciones del libro de Sabatier Theories of the policy process, los estudios de Roth Deubel (2010, 2018), Fischer (2003), Bacchi (2009) y la propuesta de refundación del campo publicada en 2017 por Cairney y Weible. 

	Frecuentemente, estas nuevas teorías se han expresado en forma de giros: cognitivo, argumentativo, deliberativo, retórico, afectivo, feminista, comportamental entre los más conocidos. Se han caracterizado por tomar en cuenta no solo más factores institucionales (reglas en uso), políticos y sociales objetivos, sino también algunos más subjetivos y contextuales para la explicación o interpretación del proceso de las políticas. En particular, es preciso señalar del lado del neoinstitucionalismo económico, los nuevos institucionalismos, histórico y sociológico, que se distinguen del primero y de su “enfoque en el cálculo”, pues desarrollan un “enfoque culturalista”. 

	Se trata de un enfoque donde la cultura pasa a ser una institución que genera cambios de comportamientos (Hall y Taylor 1996). Con la llegada de estos nuevos enfoques se generó una división en el campo entre defensores de la explicación racional (más o menos limitada) y partidarios de la interpretación más o menos relativista, subjetiva o culturalista (Fischer et al. 2015; Durnová y Weible 2020). Lo anterior conllevó al primer grupo a argumentar la validez universal de su enfoque teórico aportando como prueba su difusión y uso en los diferentes continentes y defendiendo una perspectiva más “científica” basada en hipótesis causales (Sabatier 2007, 217-220). Mientras que los defensores de la segunda postura cuestionaban epistemológicamente los presupuestos positivistas de validez universal de las principales teorías usadas por sus antagonistas y sus fracasos, destacando la importancia central de los discursos, entre otros elementos contextuales y subjetivos (Fischer 2003). 

	Recordemos que Horowitz (1989), ad portas de la aceleración del proceso globalizador provocado por el derrumbe del bloque soviético, en su indagación sobre las diferencias y coincidencias en los procesos de políticas públicas entre países desarrollados y el tercer mundo, concluyó que sería mucho mejor que los estudiosos de políticas en Asia, África y América Latina no siguieran el mismo camino que en los primeros. Se abrió el debate sobre si era preferible para estudiar las políticas públicas en las periferias, o en contextos diferentes a los “desarrollados”, adaptar teorías ya existentes o desarrollar teorías específicas.

	En esta línea, y desde una perspectiva interpretativa, se pretende aquí esbozar un enfoque para estudiar los procesos de políticas públicas pensado más desde y para el contexto latinoamericano (Roth Deubel 2018). Se considera que existen en esta área geopolítica y cultural factores contextuales originales, objetivos (Horowitz 1989; Bentancur 2023) y subjetivos o socioculturales, que resultan determinantes para la comprensión de los procesos de políticas públicas. Me concentraré particularmente en factores de tipo sociocultural que condicionan las actitudes sociales y políticas de los actores y el comportamiento individual y colectivo y, de allí, el proceso mismo de manufactura de las políticas públicas. 

	En un primer momento, argumento sobre el carácter construido y situado de las políticas públicas. Posteriormente, sustento la existencia y persistencia de comportamientos específicos, diferentes al postulado por los enfoques dominantes basados en el cálculo racional: se trata de comportamientos generados por un denominado ethos barroco producto del proceso histórico particular de modernización de la región. Luego, apoyándome en los trabajos de caracterización del barroco en el arte latinoamericano y en la perspectiva de la sociología de las relaciones sociales o de la resonancia, desarrollada en el marco de la teoría critica de la Escuela de Frankfurt por Hartmut Rosa, esbozo un enfoque comprensivo barroco del proceso de las políticas públicas. De este modo, se espera sentar las bases para el desarrollo de una teoría específica del proceso de políticas públicas que permita orientar y construir unas herramientas de interpretación de las políticas, más apropiada al contexto latinoamericano. 

	 

	Las políticas públicas como un artefacto sociocultural

	Las políticas públicas no existen en la naturaleza y están hechas de palabras (Majone 1997). Con eso se afirma que las políticas son productos construidos y que resultan de una actividad sociocultural situada. Las políticas públicas son artefactos, es decir, objetos de fabricación deliberada, condicionados, y a su vez, destinados a modificar o mantener ciertas condiciones y aspectos de la vida de las sociedades humanas. Estos artefactos están imaginados, manufacturados2 e implementados, desde otros artefactos llamados Estados, constituidos por construcciones políticas, institucionales, administrativas, normativas, legislativas y judiciales. Son actos oficiales (discursos, planes, normas, etc.) hechos con palabras que tienen la pretensión performativa de producir y desencadenar actos concretos (Austin 1982). 

	Debido a que se consideran artefactos manufacturados, su proceso de formación, en el sentido de dar forma, su estética y su contenido, tendrán variabilidad según contextos y actores específicos y mediante interacciones sociales concretas y situadas en espacios geográficos, culturales y temporales particulares. Así, Ascher y la ya mencionada CEPAL, consideran que los procesos de política pública difieren según “las variaciones en las condiciones y las dinámicas económicas, políticas, socioculturales y de gobernanza de los países” (Ascher 2017, 15 [traducción del autor personal]). Otro autor reconocido en el campo académico señala que estos procesos corresponden a un complejo juego de interacciones entre numerosas y diversas voces y percepciones de actores sociales e institucionales, condiciones objetivas, eventos inesperados y situaciones contextuales (Weible 2017, 2023). 

	Aquí se considera, en contravía a las perspectivas tradicionales o mainstream de análisis de políticas públicas (y del mismo Ascher), que los aspectos contextuales de tipo sociocultural juegan un papel no solo menor o marginal, sino esencial para la comprensión del proceso de las políticas públicas. En este intervienen un conjunto complejo de interacciones entre factores racionales y objetivos con factores irracionales o extrarracionales, algo que ya planteaba Dror ([1970] 1992) en la década de los 70. Este autor señalaba la necesidad de considerar como variables en el proceso de políticas públicas 

	 

	las ideologías, los fenómenos de masa, las variables de sicología profunda y fenómenos no racionales similares, e igualmente la conducta social y la formación legítima de metas; aceptar, además la percepción, la intuición y la experiencia como fuentes valiosas de conocimiento y comprensión (Dror [1970] 1992, 132).

	 

	De manera general, la perspectiva interpretativa en políticas públicas ha enfatizado en resaltar la importancia decisiva de estos factores subjetivos, de poder, de percepción, de lenguaje y culturales, necesariamente situados y frecuentemente singulares en este proceso, minimizando a su vez el peso de la determinación de las condiciones objetivas (Fischer 2009) o del cálculo utilitarista. Este tipo de reflexiones sobre el impacto de la cultura atraviesan también el campo relacionado de la gestión pública y de las organizaciones (Schedler y Proeller 2007). De modo que, para la perspectiva interpretativa, la construcción de una política pública es un proceso complejo y es imposible reducirlo a un resultado obtenido por una ecuación complicada de condiciones empíricas medibles objetivamente.

	Con Cassirer ([1923] 1979) se puede entender que los factores contextuales de tipo sociocultural se convierten, ya aguas arriba de las instituciones formales, en generadores y organizadores de principios que regulan los actos que se constituye en una “forma simbólica”. Esta es una manera de comprensión del mundo y de ser en él, que se expresa en todas las manifestaciones humanas, espirituales y materiales, por ejemplo, el lenguaje, el arte, el mito, la religión, la política e, incluso, el pensamiento científico, haciendo del ser humano ante todo un animal simbólico. Una forma simbólica que actúa como una “fuerza formadora de hábitos” (Panofsky 2011, 147). 

	Panofsky (2011) muestra la manera en que el pensamiento escolástico, que constituye una fuerza formadora de hábitos, se encuentra presente en la arquitectura gótica. Asimismo, el pensamiento moderno racional se expresa en la estética de los edificios y de las instituciones políticas modernas y en las actividades humanas cotidianas. En estos procesos de formación y reproducción de hábitos, intervienen en particular las instituciones educativas, en sentido amplio: la familia, la Iglesia, el Estado y la escuela, etc., las cuales generan, para los individuos, aprendizajes incorporados de forma consciente e inconsciente constitutivos de una cultura particular. 

	Estas maneras de ser en el mundo, se vuelven atajos mentales, corporales y comportamientos naturalizados. Con ello, Panofsky (2011) hace ver que la cultura no es solo un código o un repertorio común de respuestas a problemas comunes, sino un conjunto de esquemas fundamentales asimilados con anterioridad, constantemente reproducidos, y a partir de los cuales se engendran una infinidad de esquemas particulares que se aplican a las situaciones concretas. Una cultura es una gramática que condiciona pensamientos, percepciones y acciones (Déotte 2010). En este sentido, según la sociología neoinstitucional, la cultura se aleja de las formulaciones que la asocian de modo exclusivo con actitudes o valores afectivos, para considerarla una red de rutinas, símbolos o guiones que proporcionan modelos de pensamientos, actitudes y comportamientos que corresponden más a una lógica de adecuación social que a una lógica racional instrumental (Hall y Taylor 1996, 948-949).

	Para avanzar hacia una operacionalización de esta forma simbólica, se recurre aquí al concepto sociológico de ethos, que corresponde al momento en que una cultura o un espíritu (de una época, de una profesión, de un grupo social, etc.) está puesto en práctica: es una ética incorporada dentro de las prácticas. El concepto ha sido usado por Max Weber y Norbert Elias porque, según Fusulier (2011), permite revelar la racionalidad social y éticamente incorporada de los comportamientos: 

	 

	El ethos es uno de los conceptos interpretativos que permiten captar una recurrencia de comportamientos por parte de actores que comparten una misma inserción social. Sobre todo, tiene una vocación heurística para pensar la relación entre la historia colectiva y las lógicas de la acción, la inserción en un medio social y las prácticas, desde una perspectiva más estructuracionista que determinista (Fusulier 2011, 107 [traducción del autor]). 

	 

	Bourdieu (1984) también empleó este concepto antes de optar por el de habitus, por considerarlo más englobante. Para el autor se trataba de “un conjunto objetivamente sistemático de disposiciones con una dimensión ética, de principios prácticos (siendo la ética un sistema intencionalmente coherente de principios explícitos), (…). Podemos tener principios en un Estado práctico, sin tener una moral sistemática, una ética” (1984, 133). Además, planteo que constituía “el sistema de valores implícitos que las personas han interiorizado desde la infancia y a partir del cual generan respuestas a problemas muy diversos” (228 [traducción del autor]).

	Se considera entonces que las políticas públicas son artefactos producidos deliberadamente en un proceso que no se realiza en y desde un espacio vacío, sino que este proceso está condicionado por una cultura o por una forma simbólica que se manifiesta en la práctica a través de un ethos. Este último, al tratarse de sistema de valores interiorizados orientadores de los comportamientos, influye en los actores del proceso de políticas públicas que se inscriben al interior de un espacio concreto y situado de interacciones. De una cierta manera, el ethos se institucionaliza en el sentido que el nuevo institucionalismo sociológico da a la noción de cultura. 

	El ethos actúa como una suerte de matriz cognitiva y normativa o referencial (Muller y Surel 1998) y es fuente de un tipo de conocimiento tácito (Polanyi 2015), no del todo consciente. Sin embargo, no produce comportamientos o prácticas idénticas para todos los individuos, ya que está ligado a su inserción social. Pero sí ayuda a comprender ocurrencias en un contexto específico de interacciones ocupado por representaciones simbólicas colectivamente compartidas. Corresponde más a un principio organizador de prácticas, a una gramática que a determinaciones causales (Bédard 2015). En conclusión, el ethos de los actores influye sobre la política pública y su proceso de formación, al tiempo que deja una impronta ya sea en el contenido, en la forma o en la estética de la política pública. 

	 

	América Latina y el ethos barroco

	América Latina está constituida por países que comparten elementos de una historia similar: colonización hispánica, catolicismo, idioma, herencia de cultura y tradiciones hispánicas, existencia de poblaciones indígenas, afrodescendientes, mestizaje, desarrollo dependiente, entre otros. A este conjunto de países se le podría incluso agregar a Filipinas. Coincide en gran medida con los límites en los cuales la monarquía española estableció en el siglo XVII su proyecto de una economía-mundo de modernización católica (Gruzinski 2010), un modelo alternativo a la modernización capitalista de las naciones de Europa occidental y del norte, inspirado por la reforma protestante (Weber 1964). Esta historia compartida ha sido generadora de una forma simbólica, de instituciones y de ethos que se diferencian de las de la modernidad occidental dominante en sus versiones europeas continentales o anglosajonas.

	Para el filósofo Bolívar Echeverría (2013), retomando a Marx, el surgimiento de la modernidad y del capitalismo en Europa Occidental ha permitido el desarrollo de un nuevo ethos civilizatorio histórico. El desarrollo y la expansión de esta modernidad capitalista han sumido al individuo en una contradicción permanente entre el disfrute cualitativo de los bienes (el valor de uso de los productos del trabajo en la vida natural) y el nuevo deber o mandato ético, que encontró su justificación en la nueva ética protestante (Weber 1964), de la acumulación cuantitativa de capital –como señal divina de su salvación individual– y del valor de cambio en el sistema capitalista. 

	Esta contradicción sería desde entonces una característica fundamental de la vida social moderna. Sin embargo, este proceso de modernización no fue homogéneo ni simultáneo en todos los lugares y para todos los grupos sociales (incluso en el continente europeo). Debido a la diversidad de circunstancias históricas y sociales, dentro de las naciones nacientes y entre ellas, en las que este nuevo ethos histórico civilizatorio se desplegó, resultó en una variedad de formas de modernidad. Es decir, para asumir esta contradicción en la vida cotidiana, entre valor de uso y valor de cambio, los grupos sociales respondieron constituyendo, según las circunstancias contextuales, diferentes ethos de modernización. 

	Echeverría argumenta que el ethos histórico de la modernidad capitalista se subdividió en cuatro ethos con características diferenciadas, los cuales, sin embargo, no se encuentran en una forma pura en la realidad empírica (a la manera de los tipos ideales weberianos). Fundamentalmente, ofrecen al individuo una estrategia diferente para relacionarse con el mundo. Cada ethos permite así al individuo soportar, asumir o enfrentar la contradicción entre valor de uso (de índole cualitativo, la vida buena) y deber de acumulación (valor de cambio de índole cuantitativo, la vida alienada), inherentes a la vida moderna dominada por el capitalismo. Así, Echeverría considera la aparición de tres ethos que aceptan el nuevo orden capitalista: el realista, el romántico y el clásico. Además, propone un cuarto que, aunque reconoce la existencia ineludible del capitalismo, lo considera inaceptable: es el caso del ethos barroco. Todos estos ethos son formas diferentes de encontrar la necesaria armonía para la existencia cotidiana, es una manera de ser en el mundo con el fin de soportar la contradicción, de “vivir lo invivible” (Echeverría 2013, 38). 

	El primer ethos, el realista, produce un comportamiento que se identifica con la convicción de la necesidad natural de la acumulación de capital y del desarrollo de las fuerzas productivas. No se conciben alternativas. Aquí la contradicción se resuelve plenamente en el sentido de una naturalización del capitalismo. El segundo, el romántico, naturaliza el capitalismo, considerándolo una aventura individual y colectiva en curso en la que las fuerzas del bien acabarán por vencer a las fuerzas malignas del capitalismo y conducirán a la humanidad a una era de abundancia y disfrute. El tercer ethos, el clásico, reconoce y acepta la existencia del capitalismo, adoptando una actitud comprensiva y constructiva, pero distanciada ante el trágico curso de los acontecimientos. 

	Finalmente, la cuarta y última manera de abordar la contradicción que produce el capitalismo en la vida cotidiana es la actitud barroca. Con ella, el individuo se distancia del hecho capitalista, pero a diferencia de la actitud clásica, si bien entiende que es ineludible, no lo acepta. El ethos barroco consiste entonces en “una afirmación de la ‘forma natural’ (o cualitativa) del mundo de la vida que parte paradójicamente de la experiencia de esa forma ya vencida y enterrada por la acción devastadora del capital” (Echeverría 2013, 39). El ethos barroco pretende restablecer las formas naturales de la vida, de manera informal o furtiva, como “cualidades de ‘segundo grado’” (Echeverría 2013, 39), en un contexto dominado por el capitalismo victorioso, pero sin enfrentarlo directamente. 

	Así, y a diferencia de los otros tres ethos modernos, el ethos barroco reconoce la existencia del capitalismo, pero no lo acepta, se resiste a él. Comprende la existencia de una contradicción no resuelta en el mundo de la vida cotidiana de la modernidad capitalista. La actitud barroca busca entonces recrear el mundo vencido del disfrute de lo cualitativo en otra dimensión, en un segundo grado (Echeverría 2013), es decir, una forma de resistencia al capitalismo, pero sin que represente una alternativa. 

	En consecuencia, el ethos barroco favorece un comportamiento socialmente adecuado a la situación contextual, que combina de forma simultánea actitudes de sumisión y de resistencia ante el avance inexorable de la lógica cuantitativa de la acumulación capitalista, representada por el ethos realista, en el mundo de la vida cotidiana. Echeverría considera que América Latina ha sido particularmente impregnada por esta manifestación barroca, traída por la conquista española y la contrarreforma católica como “aliada estético-político del aparato monárquico y eclesiástico del siglo XVII” (Rossi 2022, 174), y que luego ha sido reapropiada –lo que José Lezama Lima (1957) ha llamado la contraconquista– por los latinoamericanos como un “artefacto estético-político” (Rossi 2022, 174) alternativo o más bien de resistencia o de desafío furtivo, en segundo grado a la cultura realista o racionalista dominante. Para Echeverría “es barroca la manera de ser moderno que permite vivir la destrucción de lo cualitativo, producida por el productivismo capitalista, al convertirla en el acceso a la creación de otra dimensión, retadoramente imaginaria, de lo cualitativo” (Echeverría 2013, 91). 

	En su forma simbólica, el barroco encontró una expresión particularmente clara en las artes (pintura, literatura, arquitectura) y se convirtió en un instrumento de propaganda, de educación y de formación de la mente desplegado por la Iglesia católica en su lucha “contra el veneno luterano” (Brading 1991, 275) y contra el racionalismo (Fernández Uribe 2008). Por medio, no de un llamado a la razón, sino apelando a las emociones, la Iglesia católica pretendió establecer un principio organizador del comportamiento individual alterno al del producido por el ethos realista. Este ethos barroco se caracteriza por “la presencia de actitudes aparentemente incompatibles y evidentemente contradictorias en un mismo sujeto” (Echeverría 2013, 13). 

	Esta actitud paradójica articularía entonces, a diferencia del ethos realista, simultáneamente el tradicionalismo y la búsqueda de innovación, el conservadurismo y la rebelión, el amor a la verdad y el culto al disimulo, el valor y la locura, la sensualidad y el misticismo, la superstición y la racionalidad, la austeridad y el consumismo, la consolidación de la ley natural y la exaltación del poder absoluto (Villari 1993). La forma barroca de vivir estas contradicciones conlleva al uso de estrategias entre las que sobresalen la hibridación o el mestizaje (expresadas en la pintura mediante la técnica del esfumato), la exuberancia, la retórica, el formalismo, la parodia, la teatralidad y la emocionalidad, las cuales constituyen actividades subversivas en “segundo grado”. 

	En la acción política lo barroco se traduce también en el uso de estrategias basadas en el secreto y en la sorpresa, que presiden en la invención de los golpes de Estado. La “teoría” de esta práctica política fue publicada en 1639 por Gabriel Naudé (1600-1653), bibliotecario del cardenal Mazarino, bajo el título “Science des Princes ou considérations politiques sur les coups d’État”. Dicho estudio es considerado por Marin (2005) el manifiesto de la teoría de la acción política barroca por excelencia. En este sentido, parece pertinente considerar que el uso de estrategias políticas basadas en el secreto y en la sorpresa, se traduce, en la época contemporánea, ya no tanto en golpes de Estado, sino de manera menos dramática, en golpes de “brillo” o de efecto, es decir, en actividades y comportamientos políticos que buscan generar golpes tácticos o mediáticos sorpresivos e inesperados para distinguirse y hacerse notar, atraer la atención sobre su persona ante la opinión pública y los círculos políticos.

	Surgida en Italia y en España en las últimas décadas del siglo XVI como expresión de la crisis espiritual, cultural y científica de la época (reforma protestante, heliocentrismo), la cultura barroca llegó a la América hispánica de la mano de la contrarreforma llevada a cabo por la Iglesia católica. Allí se encontró con realidades locales pluriculturales y con una naturaleza exuberante. En este contexto, confrontado a la realidad colonial, el ethos barroco se adaptó y se renovó constantemente, americanizándose. 

	En América Latina, el catolicismo romano tuvo que enfrentarse a las culturas indígenas (el otro) que habían sido derrotadas, pero no que desaparecieron (Rivera Cusicanqui 2010; Espinosa Fernández 2015). Estas fueron percibidas como amenazas y contradicciones a la civilización moderna europea. Conformadas a partir de la cultura hispánica y de los escombros de las culturas indígenas y africanas, las sociedades latinoamericanas fueron entonces un terreno fértil para la adaptación y la renovación del ethos barroco (Echeverría 2013, 47-48). Se llegó a la conformación de sociedades muy heterogéneas, o para retomar la expresión propuesta por Zavaleta (Antezana 2009), abigarradas. De acuerdo con Lezama Lima (1957), el primer humano auténticamente americano habría sido el señor barroco. En el mismo sentido,

	 

	la modernización de la América Latina en la época “barroca” parece haber sido tan profunda que las otras que vinieron después –la del colonialismo ilustrado en el siglo XVIII, la de la nacionalización republicana en el siglo XIX y la de capitalización dependiente en este siglo (XX)–, no han sido capaces de alterar sustancialmente lo que ella fundó en su tiempo (Echeverría 2013, 57).

	 

	De modo que el ethos barroco, en cuanto forma de ser en el mundo, resultó el comportamiento adecuado para que los individuos vivan con las múltiples contradicciones que atraviesan las sociedades latinoamericanas. Se reconoce la hegemonía del capitalismo, sin embargo, no se acepta totalmente. La modernidad es anhelada, pero rechazada al mismo tiempo. Esta característica contradictoria de reconocimiento y de rechazo, en un segundo grado, de la modernidad capitalista, constituye entonces una marca predominante de la actitud barroca que sigue perdurando en el periodo postcolonial latinoamericano, es decir, en la época contemporánea. Dicho de otra manera, el barroco pretende realizar una articulación contradictoria o incompatible de paradigmas diferentes presentes en la sociedad y en los individuos. 

	¿Es posible corroborar empíricamente la persistencia en la actualidad de esta particularidad sociocultural barroca al observar los sistemas de valores? El trabajo de mapeo mundial de los valores realizado por la Encuesta Mundial de Valores parece confirmarlo (figura 1) Se distingue claramente que existen cercanía y coherencia culturales entre los países latinoamericanos (incluyendo también Filipinas) a la vez que se diferencian de otras culturas. Valores que, además, son consistentes a través del tiempo (Inglehart y Carballo 2008).

	La Encuesta Mundial de Valores establece un mapa de expresiones de valores cruzando dos variables actitudinales sintéticas: valores tradicionales y valores seculares, representados en la dimensión vertical, y valores de supervivencia o materialistas y valores posmaterialistas y de autoexpresión, situados en la dimensión horizontal3 (figura 1). En relación con los valores denominados posmaterialistas, los países latinoamericanos (y más generalmente hispánicos) se sitúan en una posición intermedia, en el centro, podríamos decir sin definición clara o en transición, manteniendo una postura ambigua, ambivalente o mixta (¿barroca?) entre los valores de survival y los posmaterialistas. Mientras que en la otra dimensión (tradicional vs. secular), se ubican claramente en el lado de la tradición (religión), que expresa la importancia de los lazos comunitarios en detrimento del individualismo secular. 

	Según los autores, los resultados muestran “que la tradición religiosa y la historia colonial, así como otros factores históricos esenciales de una sociedad, dan sitio a la formación de tradiciones culturales distintivas que siguen influyendo sobre el sistema de valores de una sociedad, a pesar de las fuerzas de la modernización” (Inglehart y Carballo 2008, 20). Consideran que “las sociedades católicas conforman un grupo que se caracteriza por valores más tradicionales y por enfatizar los de “supervivencia” (survival), en comparación con la mayoría de las sociedades protestantes” (Inglehart y Carballo 2008, 30). Además, señalan que

	 

	las sociedades históricamente católicas y las históricamente protestantes aún muestran valores muy distintos, incluso entre los segmentos de población que actualmente no tienen ningún contacto con la iglesia. Estos valores persisten como parte del legado cultural de determinadas naciones, pero ya no por influencia directa de las instituciones religiosas. Ese legado o patrimonio cultural ha sido moldeado por las experiencias económicas, políticas y sociales de un determinado pueblo incluyendo el hecho, por ejemplo, de que las sociedades protestantes se hayan industrializado antes que la mayoría de las sociedades católicas (Inglehart y Carballo 2008, 30).

	 

	Figura 1. El mapa del mundo cultural de Inglehart-Wezel (2023)
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	 Profesor del Departamento de Ciencia Política de la Universidad Nacional de Colombia, sede Bogotá. anrothd@unal.edu.co
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	[←2]
	 Las políticas públicas son artefactos hechos “a mano”, son el producto de una manufactura, es decir, sin máquinas y entre varias personas. En este sentido, no son productos artesanales, ya que no son creados por un único artesano (o artista) que hace toda la obra o el artefacto. Tampoco son artefactos producidos por máquinas, en serie, en una fábrica. De modo que 